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Madrid, a catorce de octubre de dos mil dieciséis.

Visto el recurso contencioso administrativo núm. 594/2013 que ante la Sala de lo Contencioso Administrativo
de la Audiencia Nacional ha promovido MÉMORA SERVICIOS FUNERARIOS S.L., representada por la
Procuradora Sra. Pérez González, frente a la Administración del Estado, dirigida y representada por el Sr.
Abogado del Estado, contra la resolución dictada en fecha 4 de octubre de 2013 por el Consejo de la
Comisión Nacional de la Competencia en el expediente sancionador SAMAD/12/10. Ha sido parte en autos la
Administración demandada representada por el Abogado del Estado, habiendo actuado como codemandada
PARCESA Parques de la Paz S.A., representada por la Procuradora Sra. Tejada Marcelino, y ponente la Ilma.
Sra. Dª ANA ISABEL RESA GÓMEZ, Magistrada de la Sección.
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. - Interpuesto el recurso y seguidos los trámites prevenidos por la ley, se emplazó a la parte recurrente
para que formalizase la demanda en la que tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que entendió
oportunos solicitó a la Sala dictase sentencia, por la que se anulase la resolución impugnada, o con carácter
subsidiario, la reducción de la sanción impuesta.

SEGUNDO. - El Abogado del Estado contestó a la demanda mediante escrito en el que suplica se dicte sentencia
por la que se desestime el recurso contencioso administrativo interpuesto con imposición de costas a la parte
recurrente, no habiendo contestado a la demanda la parte codemandada.

TERCERO.- No solicitado el recibimiento del pleito a prueba y tras evacuar las partes el trámite de conclusiones
quedaron los autos conclusos y pendientes de señalamiento para votación y fallo, lo que tuvo lugar el día 7 de
septiembre de 2016, en el que efectivamente se deliberó, votó y falló, habiéndose observado en la tramitación
del presente recurso todas las prescripciones legales.

VISTOS los preceptos legales citados por las partes, concordantes y de general aplicación.

Siendo Ponente la Magistrada Ilma. Sra. Dña. ANA ISABEL RESA GÓMEZ, Magistrada de la Sección.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - En el presente recurso contencioso administrativo se impugna la Resolución dictada en fecha 4 de
octubre de 2013 por el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia en el expediente nº SAMAD/12/10,
resolución que agota la vía administrativa.

Dicha resolución acuerda:

"PRIMERO.- Declarar que en este expediente ha resultado acreditada una infracción del Artículo 2 de la
Ley 15/2007 de Defensa de la Competencia , de la que es responsable la mercantil Servicios Funerarios
FUNERMADRID S.L. del Grupo MÉMORA (MÉMORA).

SEGUNDO.- Imponer a Servicios Funerarios FUNERMADRID S.L. una multa sancionadora por importe de CIENTO
CUARENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO EUROS (141.884 €).

TERCERO.- Intimar a Servicios Funerarios FUNERMADRID S.L. a que permita la utilización de las salas velatorio
del tanatorio de Coslada a cualquier otra empresa de servicios funerarios que disponga de la autorización
necesaria para el ejercicio de la actividad obtenida en cualquier municipio con independencia del lugar de
captación del servicio, así como a abstenerse en el futuro a llevar a cabo conductas similares a la sancionada.

CUARTO.- Instar a la Dirección General de Economía, Estadística e Innovación Tecnológica de la Comunidad de
Madrid para que vigile y cuide del cumplimiento íntegro de esta Resolución."

SEGUNDO -. Son datos fácticos para la resolución del presente contencioso, los siguientes: Con fecha 16
de abril de 2010, tuvo entrada en la Dirección de Investigación de la Comisión Nacional de la Competencia
(DI) denuncia en nombre y representación de Parques de la Paz S.A. (PARCESA) por supuestas prácticas
restrictivas de la competencia prohibidas por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC)
realizadas por Servicios Funerarios FUNERMADRID S.L. del Grupo MÉMORA (MÉMORA) en cuanto empresa
gestora de los servicios que se prestan en el tanatorio municipal de Coslada. Concretamente lo que se denuncia
es la denegación por parte de MÉMORA del uso de la sala velatorio del tanatorio a las entidades que no tuvieran
licencia como empresa de servicios funerarios en el término municipal de Coslada.

De conformidad con el artículo 49.1 de la LDC , el SDCM, el 27 de abril de 2012, se acordó la incoación de un
expediente sancionador por posibles prácticas restrictivas de la competencia prohibidas por los artículos 2 y
3 de la LDC , que tras su tramitación finaliza con la resolución ahora impugnada.

En cuanto a las partes

Servicios Funerarios FUNERMADRID S.L . (Grupo MÉMORA), es la entidad que gestiona, entre otros, el
Tanatorio Municipal de Coslada, como servicio público municipal en régimen de concesión administrativa, se
dedica a la prestación de servicios funerarios en diferentes Comunidades Autónomas.

TERCERO.- La resolución impugnada tras señalar cual es la normativa reguladora, precisa que la prestación
de servicios funerarios está constituida por las actividades de enferetramiento, tratamiento sanitario, traslado,
organización social del entierro y tramitación administrativa. En esta delimitación del mercado de servicios
funerarios, quedan excluidos los servicios de cementerio y crematorio propiamente dichos, mercados que
presentan la suficiente autonomía conceptual y especificidad para ser considerados no dependientes entre
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ellos, y que el servicio de tanatorio es independiente del resto de las actividades que se pueden desplegar
bajo el concepto de servicio funerario, pudiendo ser contratado separadamente del resto de las prestaciones
mortuorias.

Se señala que el mercado de servicios funerarios en España se caracteriza, desde el punto de vista de la
demanda, por ser estable, forzoso o de primera necesidad, ocasional, urgente y local.

CUARTO.- La SDCM llega a la conclusión de que la conducta llevada a cabo por MÉMORA, consistente en
denegar el uso de las salas velatorio del tanatorio de Coslada bajo determinadas circunstancias, constituye una
infracción tipificada en el artículo 2.2.c) de la LDC , calificada como de muy grave atendiendo a lo establecido
en el artículo 62.4 b) de dicha ley . No obstante, el SDCM propone al Consejo que no se imponga sanción a
la imputada en base a la no existencia de culpabilidad en el comportamiento de MÉMORA, dado que dicha
empresa se ampara en la Ordenanza Municipal de Coslada, y en concreto en la interpretación que realiza
de la expresión "autorización municipal correspondiente" (del artículo 4 en relación con el artículo 9 de la
Ordenanza). Para el SDCM, MÉMORA habría realizado una interpretación de la Ordenanza disconforme con la
liberalización del sector operada por el artículo 22 del Real Decreto-Ley 7/1996 de 7 de junio , en la redacción
dada por el artículo 23 de la Ley 24/2005 de 18 de noviembre , de reformas para el impulso de la productividad.
Esa interpretación de la Ordenanza ha supuesto que MÉMORA haya denegado el acceso a las salas velatorio
del tanatorio de Coslada a empresas competidoras en el mercado de servicios funerarios incurriendo en una
conducta exclusionaria contraria al artículo 2.2. c) de la LDC . Pero concluye que en el comportamiento de
MÉMORA no concurre el elemento subjetivo intencional suficiente de culpabilidad, y no se darían así indicios
suficientes que desvirtúen con prueba acabada de culpabilidad más allá de una duda razonable, el principio
de presunción de inocencia, o que permitan señalar un "mínimo probatorio de cargo"

El artículo 2 de la LDC establece:

"1. Queda prohibida la explotación abusiva por una o varias empresas de su posición de dominio en todo o en
parte del mercado nacional.

2. El abuso podrá consistir en: 13

c) La negativa injustificada a satisfacer las demandas de compra de productos o de prestación de servicios."

De esta manera, para que una conducta sea susceptible de ser declarada infracción por abuso de posición de
dominio, se requiere que existan indicios suficientes y racionales que evidencien que la conducta haya sido
realizada desde una posición de dominio en el mercado relevante y que además sea abusiva.

El Consejo comparte con la propuesta del SDCM que MÉMORA ha vulnerado el artículo 2.2 c) de la LDC al
no facilitar, tal y como ella misma reconoce, la salas del tanatorio del que es concesionaria a empresas de
servicios funerarios que habían captado el servicio en Coslada sin disponer de licencia para la prestación del
servicio en ese municipio o empresas que habían captado el servicio en municipios distintos de aquel en el
que tuvieran licencia, y ello sin que exista justificación objetiva.

Entiende que MÉMORA es la concesionaria de la única instalación de tanatorio que existe en Coslada,
ostentando pues una posición de dominio en el mercado de referencia, el de servicios de tanatorio en el término
municipal de Coslada, pero es que además MÉMORA no solo opera en el mercado de tanatorios, donde tiene
posición de dominio en este mercado de Coslada, sino que también está presente en el de servicios funerarios,
y en este compite con otros operadores. Puede por tanto, con su conducta en el mercado de servicios de
tanatorios en Coslada, afectar a las condiciones de competencia en el mercado de los servicios funerarios,
como así se desprende de los hechos acreditados en este expediente.

Considera que MÉMORA no sólo conocía el carácter ilícito de su conducta, sino que realizó deliberadamente
una interpretación de la normativa vigente que amparaba su comportamiento anticompetitivo. Este hecho
pone de manifiesto el carácter doloso de la conducta en la medida que trata de dar una apariencia de licitud
a una infracción.

QUINTO.- Alega la actora como primer motivo del recurso la indefensión ocasionada como consecuencia de
que la resolución impugnada modifica el sentido de la imputación contenida en el PCH y en la propuesta de
resolución sin conceder un trámite de audiencia.

Indica que la DI formuló con fecha 18 de octubre de 2012 PCH en el que se señalaba lo siguiente:

" Con base en todo lo anterior, este SDC considera que procede respecto de la mercantil MEMORA: (...)

10.2 La declaración de no existencia de culpabilidad, y por ello de responsabilidad en el comportamiento de la
mercantil MEMORA, en cuanto a la normativa aplicable es susceptible de diferentes interpretaciones posibles,
no dando lugar a la aplicación de la ancón por infracción muy grave prevista en el art. 63.1.c) de la LDC "
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A la vista de dicha consideración no se formularon alegaciones, ni por la actora ni por Parcesa ni por el
Ayuntamiento de Coslada.

El SDC formuló propuesta de resolución del procedimiento sancionador con fecha 30 de enero de 2013,
volviendo a manifestar que no existía fundamento para exigir responsabilidad sancionadora a MÉMORA, ya
que su conducta se había basado en una interpretación razonable y admisible de la ordenanza reguladora de
la prestación de servicios funerarios en el municipio de Coslada.

Es por ello y puesto que la propuesta de resolución se planteaba en los mismos términos, la actora consideró
que no resultaba necesario hacer ninguna alegación.

La resolución impugnada aborda la cuestión de la culpabilidad de MÉMORA en su fundamento de Derecho
Cuarto, llegando a una conclusión diferente a la que había llegado el órgano instructor:

"En el presente expediente, MÉMORA no sólo conocía el carácter ilícito de su conducta, sino que realizó
deliberadamente una interpretación de la normativa vigente que amparaba su comportamiento anticompetitivo.
Este hecho pone de manifiesto el carácter doloso de la conducta en la medida que trata de dar una apariencia
de licitud a una infracción.

De acuerdo con lo expuesto, no cabe duda de que el elemento subjetivo de la infracción está presente en el
supuesto que nos ocupa.

Por todo ello, entiende este Consejo que la conducta de MÉMORA no puede ser considerada sino como dolosa, en
la medida en que fue realizada con pleno conocimiento y voluntad de obtener las consecuencias anticompetitivas
que de ella se derivaban."

Pues bien, en el transcurso del expediente sancionador no se concedió ningún trámite de audiencia en relación
con la nueva apreciación del órgano resolutorio sobre el elemento subjetivo de la infracción, pues el único
trámite que existe es un requerimiento de información de fecha 19 de septiembre de 2013, sobre el volumen
de negocios, en el que en ningún momento consta que el Consejo de la CNMC haya decido reconsiderar la
propuesta de Resolución en cuanto a la propuesta de no imposición de sanción.

SEXTO.- El Tribunal Constitucional ha venido declarando desde sus inicios que al procedimiento administrativo
sancionador le son de aplicación las garantías previstas en el artículo 24.2 de la Constitución , afirmando que
ello supone una garantía procedimental que conlleva que la sanción se imponga en un procedimiento donde
se preserve el derecho de defensa sin indefensión, con posibilidades de alegar y probar y partiendo de la
presunción de inocencia y de la inversión de la carga de la prueba.

En esa línea el TC considera necesario para que no se produzca indefensión en el sentido de lo dispuesto en
el artículo 24.1 de la Constitución que "el acusado haya tenido ocasión de defenderse de la acusación de forma
plena desde el momento en que la conoce de forma plena (por todas SSTC, 41/1998 y 87/1991 y STS 129/2006 )."

Por su parte el Tribunal Supremo también ha establecido que unas de las garantías aplicables al procedimiento
administrativo sancionador derivado del derecho de defensa reconocido en el artículo 24 de la Constitución es
la de ser informado de la acusación para poder defenderse adecuadamente, lo que conlleva la imposibilidad
de que la resolución sancionadora incluya una calificación jurídica de mayor gravedad que la reflejada en la
comunicación de cargos, así como la imposibilidad de apreciar en la resolución una calificación jurídica distinta
de la comunicada ( STS 4896/2000 ):

"Pues bien, de la doctrina del Tribunal Constitucional y de la jurisprudencia de esta Sala deben resaltarse los
siguientes principios:

a) [...] En relación con esa operación de traslación de las garantías del art. 24 CE al procedimiento administrativo
sancionador, que viene condicionada a que se trate de garantías que resulten compatibles con la naturaleza
de dicho procedimiento, se ha ido elaborando progresivamente en numerosas resoluciones una consolidada
doctrina constitucional, en la que se citan como aplicables, sin ánimo de exhaustividad, el derecho de defensa,
que proscribe cualquier indefensión; el derecho a ser informado de la acusación, con la ineludible consecuencia
de la inalterabilidad de los hechos imputados; el derecho a la presunción de inocencia, que implica que la carga
de la prueba de los hechos constitutivos de la infracción recaiga sobre la Administración, con la prohibición
absoluta de utilizar pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales y el derecho a la utilización
de los medios de prueba adecuados para la defensa (por todas, SSTC 7/1998, de 13 de enero , 14/1999, de 22
de febrero , SSTC 81/2000, de 27 de marzo , y 9/2003, de 20 de enero , por sólo citar alguna de las sentencias
recientes).

b) Entre las garantías aplicables al procedimiento administrativo sancionador se encuentra, desde luego, la de
ser informado de la acusación para poder defenderse adecuadamente; y tal información comprende los hechos
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atribuidos, la calificación jurídica de los mismos y la sanción que se propone. Ahora bien, la estricta correlación
entre acusación y decisión se refiere a los hechos y no tanto a la calificación jurídica, por cuanto manteniéndose
inalterados los hechos objeto de cargo, la propuesta de resolución y, en definitiva, la decisión sancionadora
puede utilizar otro título de condena con dos límites: la imposibilidad de que se incluya en dicha resolución del
procedimiento una calificación jurídica de mayor gravedad que la reflejada en la comunicación de cargos dirigida
a quien se ve sometido al expediente sancionador, y la imposibilidad de apreciar en la resolución una calificación
jurídica distinta de la comunicada si existe heterogeneidad en los bienes jurídicos protegidos o si la infracción
definitivamente considerada incorpora algún elemento del tipo que no corresponde a aquella que fue notificada
y sobre la que el sancionado no ha tenido, en consecuencia, oportunidad de defensa. Y no hay variación de
los hechos entre el pliego de cargos, la propuesta de resolución y la decisión sancionadora cuando, aunque
los términos empleados no sean exactamente iguales sí son similares y lo que hay es una diferente valoración
técnico jurídica de los mismos (Cfr. SSTC 98/1989 y 145/1993 )).

c) Como ha señalado esta Sala, el derecho a ser informado de la acusación, que con la categoría de fundamental
se garantiza en el artículo 24.2 de la Constitución , se satisface normalmente en el procedimiento administrativo
sancionador a través de la notificación de la propuesta de resolución, pues es en ésta donde se contiene
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad que se imputa, integrado, cuando menos, por la
definición de la conducta infractora que se aprecia, y su subsunción en un concreto tipo infractor, y por la
consecuencia punitiva que a aquélla se liga en el caso de que se trata. No obstante, aquel trámite podrá dejar
de ser imprescindible, desde la óptica de la plena satisfacción del derecho fundamental citado, si en un trámite
anterior se notificó aquel pronunciamiento preciso (Cfr. STS 25 y 26 de mayo , y 22 de abril , y 27 de septiembre
de 1.999 ).

d) Para apreciar la existencia de lesión constitucional, no basta la existencia de un defecto procedimental, sino
que es igualmente necesario que éste se haya traducido en indefensión material, esto es, en un perjuicio real y
efectivo, nunca potencial y abstracto, de las posibilidades de defensa en un procedimiento con las necesarias
garantías ( SSTC 15/1995, de 24 de enero y 1/2000, de 17 de enero )."

También en el Derecho de la Unión Europea, para garantizar el derecho fundamental de defensa, se exige
igualmente que la acusación formulada contra una persona, sea física o jurídica, contenga una descripción
clara de los hechos que se le reprochan y la calificación que se da a tales hechos a fin de presentar
las oportunas alegaciones. Así, y en relación a la imposición de una multa a una empresa en el ámbito
precisamente de la Competencia la STPI de 18 de junio de 2008, declaraba:

" 421 Este principio exige, en particular que el pliego de cargos dirigido por la Comisión a una empresa a la
que pretende imponer una sanción por infracción de las normas sobre la competencia contenga los elementos
esenciales de las imputaciones formulada contra dicha empresa, como los hechos que se le reprochan, la
calificación que se da a tales hechos y los elementos de prueba en que se funda la Comisión, a fin de que la
referida empresa pueda hacer valer adecuadamente sus alegaciones en el procedimiento administrativo dirigido
contra ella (véase la sentencia Arbed/Comisión, citada en el apartado 420 supra, apartado 20, y la jurisprudencia
que allí se cita).

422 Por lo que respecta más concretamente al cálculo del importe de las multas, la Comisión cumple su
obligación de respetar el derecho de las empresas a ser oídas desde el momento en que indica expresamente,
en el pliego de cargos, que va a examinar si procede imponer multas a las empresas afectadas e indica los
principales elementos de hecho, y de Derecho que pueden dar lugar a la imposición de una multa , tales corno
la gravedad y la duración de la presunta infracción y el hecho de haberla cometido «deliberadamente o por
negligencia». A! actuar así; la Comisión les da las indicaciones necesarias para defenderse, no sólo contra
la calificación de los hechos como infracción, sino también contra la posibilidad que se les imponga una
multa(sentencia Dansk Rørindustri y otros/Comisión, citada en el apartado 344 supra. apartado 428; véanse las
sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 20 de marzo de 2002 , LR AF 1998/Comisión , T 23/99 , Rec. p. II
1705, apartado 199, y la jurisprudencia que allí se cita, y de 15 de junio de 2005, Tokai Carbon/Comisión, citada
en el apartado 118 supra, apartado 139; véase igualmente en este sentido la sentencia del Tribunal de Justicia
de 7 de junio de 1983, Musique difusión française y otros/Comisión, 100/80 a 103/80, Rec. p 1825, apartado 21)."

SÉPTIMO.- Pues bien en el presente caso resulta que tanto en el pliego de cargos como en la propuesta de
resolución, la Dirección de Investigación declaró la no existencia de culpabilidad en el comportamiento de la
actora, en cuanto que la normativa aplicable es susceptible de diferentes interpretaciones posibles, no dando
lugar a la aplicación de la sanción por infracción muy grave prevista en el art. 63.1.c) de la LDC .

Ello no obstante, la resolución sancionadora impugnada no tuvo en cuenta lo anterior, y tras considerar que
el elemento subjetivo de la infracción estaba presente, entiende que la conducta de MÉMORA no puede ser
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considerada sino como dolosa, en la medida en que fue realizada con pleno conocimiento y voluntad de
obtener las consecuencias anticompetitivas que de ella se derivaban.

Por ello debemos concluir que el derecho de defensa de la actora ha sido conculcado en dicho procedimiento
sin que haya existido mínima culpa de la recurrente en la indefensión producida pues, en efecto, ésta no tenía
que defenderse nada más que de los hechos que se le imputaban y de la calificación jurídica que de la misma
hacía la Dirección de Investigación, de ahí que ante la declaración de ausencia de culpabilidad no precisase
realizar alegación alguna como tampoco tenía que defenderse de que fuera responsable de un eventual abuso
de posición de dominio al quedar exonerado de responsabilidad, pues obvio es que nadie está obligado de
defenderse de "todo" , ni puede decirse que acepte "todo" aquello de lo que no se defiende.

No albergamos duda alguna de que en la justicia penal existe la necesidad de respetar el derecho de defensa
ante el cambio de la calificación jurídica de los hechos por el Tribunal artículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal que obliga al "planteamiento de la tesis" . Pero también el Legislador ha previsto tales garantías en
el Derecho administrativo sancionador, con preceptos que guardan una evidente similitud en cuanto a trámite
procedimental obligatorio en garantía de principio de contradicción con el precepto citado de la Ley Procesal
citada.

Y más, específicamente, en el ámbito del Derecho de la Competencia, también nos encontramos con un
precepto dirigido a evitar cualquier vestigio de indefensión. Así cuando la LDC (en su artículo 51.4 ), con pleno
respeto al derecho de defensa, y en previsión de un cambio de calificación por parte del Consejo de la CNC,
prevé la sumisión de la nueva calificación a los interesados a fin de que aleguen lo que estimen oportuno,
trámite que, no obstante, y pese a la existencia de la expresa norma sectorial el Consejo de la CNC no ha hecho
uso de la misma.

En este caso la Resolución del Consejo de la CNC no sigue lo previsto en las antecitadas normas y dicta una
resolución que, en realidad, modifica, en perjuicio de la actora, la declaración de inexistencia de culpabilidad,
calificación jurídica previamente otorgada por la Dirección de Investigación y sin que, además, sin mediar la
realización de práctica de prueba distinta y adicional.

Por ello, una vez que el órgano instructor calificó los hechos como constitutivos de una infracción y declaró,
tanto en el PCH como en la Propuesta de resolución, la ausencia de culpabilidad de la actora, el órgano decisor
no puede, sin más, prescindir de dicha calificación sin la previa audiencia de la interesada, en este caso de
la recurrente. En efecto, si el Consejo de la CNC, contrariamente al criterio expresamente manifestado en
su propuesta por la Dirección de Investigación, entendía que la actuación fue dolosa, debería haber oído al
respecto a la parte afectada y al no haberlo hecho así vulneró el derecho de defensa de la actora, procediendo
declarar la nulidad de la Resolución impugnada.

En consecuencia, procede la estimación en parte del recurso contencioso-administrativo, anulándose la
resolución impugnada en autos, sin necesidad de entrar en el examen de los demás motivos impugnados, y en
consecuencia retrotraer las actuaciones al momento anterior a la dicción de la resolución que dicte el Consejo
de la Comisión Nacional de la Competencia, para que proceda a dar trámite del art. 51.4 de la LDC 15/2007.

OCTAVO.- Conforme a lo dispuesto en el art.139.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa
Administrativa, no procede hacer pronunciamiento de las costas causadas.

VISTOS los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, por el poder que nos otorga la
Constitución

FALLO

Que ESTIMANDO EN PARTE el recurso interpuesto por la representación procesal de MÉMORA SERVICIOS
FUNERARIOS S.L., contra la resolución de la CNMC de fecha 4 de octubre de 2013 a la que la demanda
se contrae, que anulamos por ser contraria al ordenamiento jurídico y ello en los términos indicados en el
fundamento de derecho séptimo de esta sentencia. Sin costas.

La presente sentencia, que se notificará en la forma prevenida por el art. 248 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial , es susceptible de recurso de casación, que habrá de prepararse ante esta Sala en el plazo de 30 días
contados desde el siguiente al de su notificación; en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse
el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción justificando el
interés casacional objetivo que presenta.

Lo que pronunciamos, mandamos y firmamos.
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JURISPRUDENCIA

PUBLICACIÓN .- Una vez firmada y publicada la anterior resolución entregada en esta Secretaría para su no
tificación, a las partes, expidiéndose certificación literal de la misma para su unión a las actuaciones.

En Madrid a 27/10/2016 doy fe.
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